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1. Sentencia Rol 41760-2018. 07/05/2018 
 
No procede aplicar sanción del artículo 162 inciso 5 del Código del Trabajo en el caso que se 
declare la relación laboral de una persona natural con un municipio, toda vez que la 
contratación previa fue suscrita al amparo de un estatuto legal, por lo que no se podía prever la 
figura de la nulidad del despido.  

 
“Si bien, es indiscutible que la sentencia que reconoce la existencia de una relación laboral un 
innegable carácter declarativo, y por lo tanto, por regla general, procede aplicar la sanción de 
nulidad del despido frente a la constatación de no encontrarse enteradas las cotizaciones 
previsionales a la época del término de la vinculación, esta Corte, con un mejor estudio de los 
antecedentes, ha estimado modificar su postura en relación a dicho punto, cuando se trata, en su 
origen, de contratos a honorarios celebrados por órganos de la Administración del Estado – 
entendida en los términos del artículo 1° de la ley 18.575–, pues a juicio de esta Corte concurre un 
elemento que autoriza a diferenciar la aplicación de la referida institución, cual es que ellos fueron 
suscritos al amparo de un estatuto legal determinado que, en principio, les otorgaba una 
presunción de legalidad, lo que permite entender que no se encuentran típicamente en la 
hipótesis para la que se previó la figura de la nulidad del despido, y excluye, además, la idea de 
simulación o fraude por parte del empleador, que intenta ocultar por la vía de la contratación a 
honorarios, la existencia de una relación laboral, que justifica la aplicación del inciso séptimo del 
artículo 162 del Código del Trabajo. Por otro lado, la aplicación –en estos casos–, de la institución 
contenida en el artículo 162 ya mencionado, se desnaturaliza, por cuanto los órganos del Estado 
no cuentan con la capacidad de convalidar libremente el despido en la oportunidad que estimen 
del caso, desde que para ello requieren, por regla general, de un pronunciamiento judicial 
condenatorio, lo que grava en forma desigual al ente público, convirtiéndose en una alternativa 
indemnizatoria adicional para el trabajador, que incluso puede llegar a sustituir las 
indemnizaciones propias del despido, de manera que no procede aplicar la nulidad del despido 
cuando la relación laboral se establece con un órgano de la Administración del Estado y ha 
devenido a partir de una vinculación amparada en un determinado estatuto legal propio de dicho 
sector, base sobre la cual, también debe desecharse el recurso de nulidad del actor.” 



2. Sentencia Rol 41827-2017. 14/05/2018 
 
No resulta procedente la imputación del aporte del seguro de cesantía que el empleador realiza 
al pago de las indemnizaciones legales cuando la causal invocada de necesidades de la empresa 
ha sido declarada injustificada.  
 
“Es palmario, en opinión de esta Corte, que para que opere la posibilidad de efectuar el descuento 
que previene el artículo 13 de la ley N° 19.728, es menester no solamente que el contrato de 
trabajo haya terminado formalmente por las causales previstas en el artículo 161 del Código del 
Trabajo, sino que dicho motivo haya sido validado judicialmente en caso de impugnarse su 
justificación, pues de otro modo, no se satisface la ratio legis que fundamenta la consagración del 
instituto en cuestión, desvirtuándose con ello, la intención que el legislador tuvo en consideración 
para la dictación de la norma analizada. (…) en tal entendido, como ya ha sido dilucidado por esta 
Corte, si existe una sentencia que declara injustificado el despido por necesidades de la empresa, 
el inciso segundo del artículo 13 de la ley 19.728 queda desprovisto de fundamento fáctico que lo 
haga aplicable, y por lo tanto no se solventa la condición legal para que opere, desde que el 
despido resulta, en definitiva, carente de la justificación que exige el artículo 13 ya mencionado. 
Comprender dicha norma de modo diverso, implicaría un apoyo al actuar injustificado del 
empleador, constituyendo un incentivo perverso para que éste, a fin de obtener el beneficio 
descrito, invoque una causal errada validando un aprovechamiento del propio dolo o torpeza, por 
cuanto significaría que un despido indebido, en razón de una causal impropia, produciría efectos 
que benefician a quien lo practica, a pesar que la sentencia declare la causal improcedente e 
injustificada.” 
 

3. Sentencia Rol 36770-2017. 14/05/2018 
 
Las contrataciones realizadas por organismos del Estado bajo modalidad de honorarios están 
afectas a las normas del Código del Trabajo si las circunstancias de hecho demuestran sus 
elementos en aplicación del principio de supremacía de la realidad.  
 

“Quienes son contratados por un órgano del Estado, a honorarios, podrán quedar sujetos a las 
normas del Código del Trabajo, en la medida que la vinculación reúna, en los hechos, las 
características propias de una relación laboral, en conformidad a lo establecido en los artículos 7 y 
8 del Código del Trabajo. Desde luego, lo regular es que si se contrata a honorarios, rijan las 
normas del derecho civil, pues un contrato de prestación de servicios tiene la naturaleza de un 
arrendamiento de servicios personales. (…) en el presente caso, tal como se estableció en la 
sentencia de base con el carácter de inamovible, se trata de un profesional que si bien aparece 
contratado a honorarios, se desempeña en condiciones que no son compatibles con una 
prestación de servicios conforme a las modalidades previstas para ese tipo de contrato, lo que se 
refleja en circunstancias de hecho que la legislación regula en el Código del Trabajo. Orienta 
especialmente la decisión de esta Corte el hecho que el desempeño profesional a honorarios no 
resulta acorde a una prestación de servicios como la descrita, esto es, bajo subordinación y 
dependencia, con obligación de asistencia diaria, cumpliendo horario, órdenes e instrucciones en 
la forma de prestar los servicios y en las modalidades de pago, con sujeción a fiscalización, con 
derecho a feriado, y realizando toda otra actividad que su jefatura considere pertinente.” 
 
 
 



4. Sentencia Rol 37266-2017. 15/05/2018 
 
No procede aplicar sanción del artículo 162 inciso 5 del Código del Trabajo en el caso que se 
declare la relación laboral de una persona natural con un municipio, toda vez que la 
contratación previa fue suscrita al amparo de un estatuto legal, por lo que no se podía prever la 
figura de la nulidad del despido.  
 
“En efecto, y reafirmando lo sostenido en el motivo cuarto que antecede, esto es, que ostentando 
la sentencia que reconoce la existencia de una relación laboral un innegable carácter declarativo, 
procede aplicar la sanción de nulidad del despido frente a la constatación de no encontrarse 
enteradas las cotizaciones previsionales a la época del término de la vinculación. Sin embargo, 
tratándose, en su origen, de contratos a honorarios celebrados por órganos de la Administración 
del Estado –entendida en los términos del artículo 1° de la ley 18.575–, a juicio de esta Corte, 
concurre un elemento que autoriza a diferenciar la aplicación de la referida institución, cual es que 
fueron suscritos al amparo de un estatuto legal determinado que, en principio, les otorgaba una 
presunción de legalidad, lo que permite entender que no se encuentran típicamente en la 
hipótesis para la que se previó la figura de la nulidad del despido. (…) en otra línea argumentativa, 
la aplicación –en estos casos–, de la institución contenida en el artículo 162 del Código del  Trabajo, 
se desnaturaliza, por cuanto los órganos del Estado no cuentan con la capacidad de convalidar 
libremente el despido en la oportunidad que estimen del caso, desde que, para ello, requieren, 
por regla general, de un pronunciamiento judicial condenatorio, lo que grava en forma desigual al 
ente público, convirtiéndose en una alternativa indemnizatoria adicional para el trabajador, que 
incluso puede llegar a sustituir las indemnizaciones propias del despido”.  
 

5. Sentencia Rol 37867-2017. 22/05/2018 
 
El aumento del bono proporcional con los fondos de la ley 19.933 aplica solo a los profesionales 
de la educación particular subvencionada ya que los profesionales de la educación municipal ya 
los perciben con recurso de la ley 19.410. 
 
“Se debe concluir que la Ley N° 19.410, en lo que interesa, instauró para los profesionales de la 
educación de los establecimientos del sector municipal la asignación denominada “bonificación 
proporcional mensual”, como una con las características que señalan sus artículos 8 y 11, y cuya 
fórmula de cálculo se estableció en el artículo 10; y que se mantuvo como tal, debidamente 
reajustado(…). Sin embargo, la Ley N° 19.933, igualmente las que le antecedieron, ya 
mencionadas, no dispuso su aumento en la forma como lo pretenden los demandantes, pues 
mejoró sus remuneraciones contemplando beneficios de orden remunerativo y ordenó que los 
recursos que se asignaban a los sostenedores, por la vía de acrecentar la subvención adicional, 
debían destinarse al pago de las remuneraciones, concretamente, a determinados rubros que 
indica. Corrobora lo anterior, lo que en forma expresa señala el inciso 1° del artículo 9, pues 
ordena aplicar los recursos que obtengan los sostenedores de los establecimientos educacionales 
del sector municipal, por concepto de aumento de subvención, de manera exclusiva al pago de las 
remuneraciones de los docentes. En cambio, el inciso 2°, tratándose de los recursos que reciban 
los de los establecimientos particulares subvencionados, por el mismo concepto, decreta que se 
destinen exclusivamente al pago de los beneficios que indica, entre ellos, el nuevo valor de la 
bonificación proporcional, que se obtuvo con motivo del incremento dado por l a Ley N° 19.715, 
por la vía de la sustitución que introdujo su artículo 1” 
 



      6. Sentencia Rol 25003-2017. 28/05/2018 
 
El aumento del bono proporcional con los fondos de la ley 19.933 aplica solo a los profesionales 
de la educación particular subvencionada ya que los profesionales de la educación municipal ya 
los perciben con recurso de la ley 19.410. 
 
“Se debe concluir que la Ley N° 19.410, en lo que interesa, instauró para los profesionales de la 
educación de los establecimientos del sector municipal la asignación denominada “bonificación 
proporcional mensual”, como una con las características que señalan sus artículos 8 y 11, y cuya 
fórmula de cálculo se estableció en el artículo 10; y que se mantuvo como tal, debidamente 
reajustado(…). Sin embargo, la Ley N° 19.933, igualmente las que le antecedieron, ya 
mencionadas, no dispuso su aumento en la forma como lo pretenden los demandantes, pues 
mejoró sus remuneraciones contemplando beneficios de orden remunerativo y ordenó que los 
recursos que se asignaban a los sostenedores, por la vía de acrecentar la subvención adicional, 
debían destinarse al pago de las remuneraciones, concretamente, a determinados rubros que 
indica. Corrobora lo anterior, lo que en forma expresa señala el inciso 1° del artículo 9, pues 
ordena aplicar los recursos que obtengan los sostenedores de los establecimientos educacionales 
del sector municipal, por concepto de aumento de subvención, de manera exclusiva al pago de las 
remuneraciones de los docentes. En cambio, el inciso 2°, tratándose de los recursos que reciban 
los de los establecimientos particulares subvencionados, por el mismo concepto, decreta que se 
destinen exclusivamente al pago de los beneficios que indica, entre ellos, el nuevo valor de la 
bonificación proporcional, que se obtuvo con motivo del incremento dado por l a Ley N° 19.715, 
por la vía de la sustitución que introdujo su artículo 1” 

 

7. Sentencia Rol 41540-2017. 29/05/2018 
 
Las contrataciones realizadas por organismos del Estado bajo modalidad de honorarios están 
afectas a las normas del Código del Trabajo si las circunstancias de hecho demuestran sus 
elementos en aplicación del principio de supremacía de la realidad, sobretodo en ausencia de 
los elementos de especificidad y ocasionalidad. 

 
“Que es justamente la determinación de estos tópicos de especificidad y ocasionalidad que deben 
ser esclarecidos para después decidir el estatuto aplicable a la situación concreta que se analiza, 
por lo que se hace necesario aclarar qué son “labores accidentales y no habituales”, siendo 
aquéllas las que, no obstante ser propias de dicho ente, son ocasionales, circunstanciales, 
accidentales y distintas de las que realiza el personal de planta o a contrata; y por cometidos 
específicos, las tareas puntuales perfectamente individualizadas o determinadas con claridad en el 
tiempo y que, sólo por excepción, pueden consistir en funciones propias y habituales del ente (…) 
por ser funciones propias, habituales y permanentes de la demandada, ordenadas y reguladas por 
la normativa que la creó, y en ningún caso, accidentales o ajenas a ella, mal puede sostenerse que 
la de autos, se trata de una relación contractual amparada por la norma aludida, sino más bien, 
una que, dado los caracteres que tuvo, sujeta a las disposiciones del Código del Trabajo, por 
desmarcarse del ámbito propio de su regulación estatutaria y que así, encuentra amplio cobijo en 
la hipótesis de contra excepción del artículo 1 de dicho Código”.  
 
 
 

 



8. Sentencia Rol 40106-2017. 30/05/2018 
 
Las contrataciones realizadas por organismos del Estado bajo modalidad de honorarios están 
afectas a las normas del Código del Trabajo si las circunstancias de hecho demuestran sus 
elementos en aplicación del principio de supremacía de la realidad.  
 
“En consecuencia, la acertada interpretación del artículo 1 del Código del Trabajo en relación con 
el artículo 4 de la Ley N° 18.883, está dada por la vigencia de dicho código para las personas 
naturales contratadas por la Administración del Estado, en la especie una municipalidad, que aun 
habiendo suscrito sucesivos contratos de prestación de servicios a honorarios, por permitírselo el 
estatuto especial que regula a la entidad contratante, prestan servicios en las condiciones 
previstas por el legislador laboral; en otros términos, corresponde calificar como vinculaciones 
laborales, sometidas al Código del Trabajo, las relaciones habidas entre aquéllos en la medida que 
se desarrollen fuera del marco legal que establece -para el caso- el artículo 4 de la Ley N° 18.883, 
que autoriza la contratación sobre la base de honorarios ajustada a las condiciones que dicha 
norma describe, y se conformen a las exigencias establecidas por el legislador laboral para los 
efectos de entenderlas reguladas por la codificación correspondiente. Por lo tanto, la 
interpretación que se aviene con las reglas y principios invocados, en lo específico, la contiene la 
vertida en los fallos que en que se apoya el recurso de unificación de jurisprudencia.” 

 

9. Sentencia Rol 42715-2017. 30/05/2018. 
 
Las contrataciones realizadas por organismos del Estado bajo modalidad de honorarios están 
afectas a las normas del Código del Trabajo si las circunstancias de hecho demuestran sus 
elementos en aplicación del principio de supremacía de la realidad, sobretodo en ausencia de 
los elementos de especificidad y ocasionalidad. 

 
“Que es justamente la determinación de estos tópicos de especificidad y ocasionalidad que deben 
ser esclarecidos para después decidir el estatuto aplicable a la situación concreta que se analiza, 
por lo que se hace necesario aclarar qué son “labores accidentales y no habituales”, siendo 
aquéllas las que, no obstante ser propias de dicho ente, son ocasionales, circunstanciales, 
accidentales y distintas de las que realiza el personal de planta o a contrata; y por cometidos 
específicos, las tareas puntuales perfectamente individualizadas o determinadas con claridad en el 
tiempo y que, sólo por excepción, pueden consistir en funciones propias y habituales del ente (…) 
por ser funciones propias, habituales y permanentes de la demandada, ordenadas y reguladas por 
la normativa que la creó, y en ningún caso, accidentales o ajenas a ella, mal puede sostenerse que 
la de autos, se trata de una relación contractual amparada por la norma aludida, sino más bien, 
una que, dado los caracteres que tuvo, sujeta a las disposiciones del Código del Trabajo, por 
desmarcarse del ámbito propio de su regulación estatutaria y que así, encuentra amplio cobijo en 
la hipótesis de contra excepción del artículo 1 de dicho Código”.  
 


